
 

Señora  

JUEZ 22 CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA D. C.  

E.                                          S.                               D. 

 

 

 

REF: Radicación No.  11001-3103-022-2022-00254-00 

 Demandante: LERMAN ALBEIRO GALLEGO ALVARADO 

 Demandada: OLID DUQUE LOPEZ 

 

 

 

En mi calidad de apoderado judicial del aquí demandante, y dentro del término de ley, 
me permito interponer recurso de REPOSICION al Auto del 1 de junio de 2023, y 

debidamente notificado por estado el dia 2 de junio de 2023  y en subsidio de 

APELACION; por las siguientes razones:  

 
1.- Que, de acuerdo a la jurisprudencia, se ha mencionado 

: “Naturalmente la limitación legal en referencia encuentra algunas excepciones que, por su carácter 

de tales, necesariamente deben constar de manera expresa en normas de superior o igual jerarquía 

y a su aplicación debe procederse en forma restrictiva, sin que sea admisible, para esos eventos 

exceptivos, la interpretación amplia ni la aplicación por vía de analogía”.  

En la misma sentencia, se aclara lo siguiente:  

 
Tales excepciones se configuran, fundamentalmente, i) cuando la propia ley autoriza o contempla 

la formulación subsidiaria de algún recurso adicional al de reposición y el mismo obviamente ha sido 

interpuesto en esas condiciones, de manera oportuna, como ocurre, por ejemplo, con los recursos 

subsidiarios de apelación; ii) cuando la ley se encarga de regular, de manera expresa, la interposición 

del correspondiente recurso de reposición y su respectiva decisión confirmatoria como requisitos 

de procedibilidad para la interposición de un recurso diferente, tal como sucede con el recurso de 

queja; iii) también será posible recurrir el auto mediante el cual se decida un recurso de reposición, 

cuando en el mismo se adopten nuevas determinaciones o se resuelva sobre aspectos no 

contemplados en la providencia inicialmente recurrida, evento este en el cual será posible 

entonces impugnar, mediante los recursos que legalmente fueren procedentes, esas nuevas 

decisiones, ello por cuanto las mismas no se conocían con anterioridad –por elemental sustracción 

de materia- y, por contera, no habían sido –ni podido ser-, objeto de cuestionamiento o 

impugnación alguna. (en negrilla fuera del texto). 

2.- Por lo anterior, el suscrito interpongo recurso de reposición al auto que, aquí refuto, en 

los cuales lo sustento de la siguiente manera:  

A.- En la parte considerativa del Auto referenciado, su despacho manifiesta claramente:  



“1). Para resolver la censura es pertinente mencionar que, en los 

procesos declarativos en los que se ha solicitado el decreto de la 

medida cautelar de la inscripción de la demanda, es necesario, acorde 

con el numeral 2° del artículo 590 del C. G. del P., que el demandante 

preste caución equivalente al veinte por ciento (20%) del valor de las 

pretensiones estimadas en la demanda, para responder por las costas y 

perjuicios derivados de su práctica”. 

Y más adelante considera el despacho:  

2) En este punto, es oportuno precisar, que en tratándose de 

procesos en los cuales se pide la reivindicación de un bien, el valor de 

las pretensiones corresponde al monto del predio, así como a la 

cuantía de los perjuicios reclamados; independientemente de si se 

pretende la reivindicación de la totalidad o de parte del inmueble, 

máxime si en estos juicios un copropietario actúa a nombre de la 

comunidad. 

 

B.- El artículo que, se enuncia el despacho (numeral 2° del artículo 590 del C. 

G. del P.), en el auto en observación, que hizo para rechazar, modificará o mejorar; 

se MODIFICO TOTALMENTE, las apreciaciones fueron hechos ó las 

evaluaciones nuevas al anterior del nuevo auto aquí en reputado, y que, en dicho auto 

anterior, nunca se habian mencionada o expresado en su contenido, ahora bien, 

veamos textualmente este articulado en mención:  

 

“Para que sea decretada cualquiera de las anteriores medidas cautelares, el 
demandante deberá prestar caución equivalente al veinte por ciento (20%) del 

valor de las pretensiones estimadas en la demanda, para responder por la costas 
y perjuicios derivados de su práctica. Sin embargo, el juez, de oficio o petición 
de parte, podrá aumentar o disminuir el monto de la caución cuando lo 

considere razonable, o fijar uno superior al momento de decretar la medida. No 
será necesario prestar caución para la práctica de embargos y secuestros 

después de la sentencia favorable de primera instancia”.     
 

C.- Se deduce claramente en este articulado, que, el juzgado decrete que, mi mandante 

preste caución por el veinte (20%) por ciento del valor de las pretensiones en la 

demanda.  

 



A este respecto, el valor de las pretensiones de la demanda solicitadas que fueron 

tasadas por el suscrito bajo la gravedad del juramento, son por la suma de CIENTO 

DOS MILLONES CIENTO VEINTIUN MIL SESENTA Y OCHO PESOS 

($102.121.068.oo) M/CTE. Y, el despacho así lo Referencia en el auto aquí 

enunciado.  

 

Eso es la medida que se solicita, por ese monto, pues es bien claro, que el veinte (20%) 

por ciento del valor de las pretensiones en la demanda; son solamente VEINTE 

MILLONES CUATROCIENTOS VEINTICUATRO MIL DOSCIENTOS 

CATORCE PESOS ($20.424.214.oo) M/CTE. 

 

Y, no de CINCUENTA MILLONES DE PESOS ($50.000.000.oo) M/CTE, tal 

como se estipulo en el auto del 2 de febrero de 2023 y, por los cuales,  interpuse el 

recurso de reposición al mismo, por  carecer de fundamentos de hecho como de 

derecho (norma sustancial y no procedimental), porque,  la suma que da del 20%, no 
es real, con lo que ordena la ley, que, para el presente caso, es del 20%, del valor 

estimatorio de las pretensiones; a pesar que el ad-quo es autónomo para determiner 

dicha cuantía, también la misma ley lo limita; puesto,  no se puede hacer la sumatoria 

del valor de las pretensiones con el valor catastral, que, para el suscrito el despacho 

erróneamente se tomo estos valores para decretarlos y así tomar el valor a prestar en 

caución, pues lo que realmente se esta pidiendo, es el valor de los cánones que la 

demandada dolosamente se apodero de los mismos y sin ninguna orden de parte de 

mi mandante (de ahi, el presente proceso) .     

 

D.- Es cierto que el mismo articulado, la ley le da facultades al Juez, para aumentar o 

disminuir el monto de la caución cuando lo considere razonable; pero en el presente 

caso, el valor catastral nunca se debio haberse  tomado como referencia para este 

aumento del valor a prestar caución; toda vez, que, ninguna norma para este clase de 

procesos reivindicatorio lo expresa, y menos aún, cuando se solicita por el 

demandante, una parte del predio a reivindicar por la parte de la demandada; Téngase 

en cuenta, Señora Jueza, que mi mandante es el dueño y poseedor de unas partes del 
mismo predio, pues se estaria decretando un valor inexistente para garantizar los 

supuestos daños y perjuicios a mi mismo mandante por ser el propietario del predio 

en cuestión.  

Para el suscrito, el despacho erróneamente hace una estimación del valor de la caución 

a prestar por parte de mi cliente; es decir, prestar caución en su contra y, para ser 

supuestamente pagado para este mismo, por unos daños que supuestamente el mismo 

se va a causar en su propio nombre;  pues esta formula que enuncia su despacho en el 

considerativo del auto en reposición, para el suscrito esta fuera de todos los contexto 

legal del mismo. 

 

No se puede argumentar que uno mismo se puede lesionar y, así mismo, pagar un 

monto (prima) por una caución para que, en caso de perdida del presente proceso, la 



parte demandante, cobre por los daños que supuestamente el mismo se cause y, en su 

contra.  

Esto no puede transcendental por la vida jurídica, por un error involuntario de 

apreciaciones por parte de su despacho y, menos en primer lugar, cuando lo que se 

pretende es la disminución del porcentaje ha aplicar (fuera de lo marcado por este 

mismo artículo del 20%) y, en segundo lugar, por su situación económica que esta 

padeciendo y/o viviendo en este momento el aquí demandante.  

 

De hay, la apreciación antes mencionada, cuando en su parte motiva de dicho auto, 

hace la siguiente reflexión que, el suscrito no la comparte, más aún, nunca lo he 

solicitado en las pretensiones de la demanda, que es la siguiente:  

 

“En ese contexto, no cabe duda que, el valor de las pretensiones asciende a la suma de 

$487.328.000, motivo por el cual, sobre dicho monto debe calcularse la caución para la 
materialización de las cautelas, sin que dicha cifra corresponda a la cuota parte del 

inmueble, máxime cuando se insiste, el demandante está pidiendo la reivindicación total del 
predio y tampoco puede deducirse por la situación económica del actor. Así las cosas, los 
argumentos expuestos por el censor no tendrán acogida, pero el auto sí se modificará, para 

precisar que el valor de la caución asciende a la suma de $97.465.600, atendiendo las 
pretensiones de la demanda y lo normado en el numeral 2°) del artículo 590 del Código 

General del Proceso”. (lo resaltado fuera de texto). 
 

E.- De otro lado, el suscrito desde un principio solicito en la demanda, que se diera 

aplicación al artículo 590, numeral 1, literales b y c, inciso 3, cuando en el proceso se 

persiga el pago de perjuicios provenientes de la responsabilidad civil contractual o 

extracontractual.  

 

(…) etc. 

 

F.- Para la presente decisión por parte del ad-quo, se debe tener en cuenta, que 

básicamente los aspectos tomados para la determinación de la reposición del auto aquí 

abordado, es a simple vista que, dicha decisión fue basada en hechos nuevos, como la 

inclusión errónea del valor catastral y de la sumatoria de este con el valor de las 

pretensiones de la demanda.  

Para abundar en argumentos que sirven de soporte a la conclusión que se deja 

expuesta, importa poner de presente que cuando en contra de una determinada 

decisión judicial se interponen, de manera oportuna y adecuada, los recursos que la 

ley contempla y autoriza, el juez de la causa cuenta, en principio, con tres alternativas 

o posibilidades, a saber: a) confirmar el auto recurrido; b) modificar la decisión 

impugnada, o c) revocar la providencia atacada.  

Para el suscrito, el despacho debe tomar en mi criterio, con todo respeto, las opciones 

la b y/o c; en primer lugar, porque el auto controvertido contiene aspectos nuevos y/o 



ajenos a la primera decisión. Y, en segundo lugar, porque desde un principio no se 

dio cumplimiento a mi solicitud, cuando le solicite razonablemente al despacho, que 

se diera la aplicación al tenor de lo normado en el artículo 590, numeral 1-b y 1-c, 

inciso 3 y 4 del C. G. del P.; que para el presente caso, es el que se debio dar 

aplicación y decretar dicha medida (inscripción de la demanda, en la parte que le 

corresponde a la demandada), para no hacer irrisoria la demanda que nos ocupa; mas 

cuando hay daños que se han ocasionado por parte de la demandada , son ilícitos y 

dolosos.   

 

Para tal fin, esta medida es totalmente procedente, por cuanto se está 
buscando dentro de este mismo proceso, el derecho que le asiste a mi 

poderdante, por la pérdida de los cánones de arrendamiento que la aquí 
demandada ha percibido ilícitamente y, al pago de la indemnización de los 

perjuicios que se llegaron a ocasionar por este aspecto; que, serán 
demostrados dentro del presente proceso y/o si su despacho lo considera 

pertinente, nombrar un perito especializado en la materia de la lista de 
auxiliares de la justicia.       
 

Por lo anteriormente aclarado, y con base en la norma a dar aplicación antes 

mencionada, por la misma jurisprudencia y en la aplicación de un Debido Proceso, al 

correcto Acceso a la Justicia, por lo que comedidamente le solicito a su despacho se 

REVOQUE los dos (2) ultimo autos y, se dé la correcta aplicación de la ley (artículo 

590, numeral 1-b y 1-c, inciso 3 y 4 del C. G. del P.) aquí solicitada a aplicar 

correctamente e, inmediatamente se ordene la inscripción de la demanda, sin 

restricción y, con posterioridad  a la mima inscripción . 

En caso de no prosperar la presente solicitud, por medio de la presente , me permito 

interponer el RECURSO DE APELACION a los autos aquí invocados en 

reposición.  

 

Cordialmente,  

 
LUIS ORLANDO ALVAREZ BERNAL 

C. C. No. 19.413.630 de Bogotá 
T. P. No. 53.522. del C. S. de la J. 
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En mi calidad de apoderado judicial del aquí demandante, y dentro 

del término de ley, me permito agregar nuevos argumentos de 

acuerdo a lo ordenado por su despacho en el Auto del dia 1ro. de 

septiembre de 2023 y por estricto ordenamiento del numeral 3ro. del 

artículo 322 del C. G. P., de la siguiente manera:  

 

1.- Que, de acuerdo a la demanda presentada por el suscrito, solicito 

a su despacho, la INSCRIPCION DE LA DEMANDA en su numeral 8 de la 

misma, que reza, así:  

 

 “PETICION ESPECIAL”: 

 

Que, esta demanda, se inscriba en el folio de Matrícula Inmobiliaria en 

la oficina de registro de Instrumentos Públicos de la Zona Centro, al 

folio de la Matricula Inmobiliaria No. 50C-00388552.  

 

2.- El suscrito al solicitar dicha medida, la estoy solicitando 

genéricamente, para que, su despacho la AUTORICE; más aún 

cuando, de acuerdo a lo que su despacho determino en el Auto del 

2 de febrero de 2023, se le dio erróneamente aplicación al artículo 590, 

en cuanto a la CAUSION a prestar; nótese, Honorables Magistrados, 

que la petición de inscripción de la demanda es solo sobre la cuota  

parte de la aquí demandada (ver liquidacion de la sucesion y posterior 

adjudicación de la misma anexa al presente proceso) y por 

consiguiente a la condena de daños y perjuicios que se han 

ocasionado a mi representado (ver certificado de tradición y  libertad 

del inmueble base de la presente demanda).  

 



 

En su numeral 1ro., literal b, del mismo artículo 590 del C. G. P., 

describe: “la inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro 

que sean de propiedad del demandado, cuando en el proceso se 

persiga el pago de los perjuicios provenientes de responsabilidad civil 

contractual o extracontractual.  

 

Y en el mismo articulado, inciso 3, describe claramente, que el 

demandado es quien debe prestar la CAUSION y no el demandante.   

 

Sin embargo, su despacho al ADMITIR LA DEMANDA, NIEGA LA 

INSCRIPCION DE LA MISMA (ver auto recurrido); y en memorial del 

suscrito, ante la INSISTENCIA DE LA INSCRIPCION DE LA DEMANDA 

(MEDIDA OPTIMA); el ad quo, mediante Auto (2 de febrero de 2023), la 

decreta y se ORDENA al demandante (promotor), que DEBE PRESTAR 

CAUSION, por la suma de CINCUENTA MILLONES DE PESOS 

($50.000.000.oo) M/CTE.  

 

Ante esta orden del ad quo, el suscrito procedió a interponer el recurso 

de REPOSICION a este auto, por considerar que la suma de dinero a 

prestar caución, está por fuera de lo ordenado por la ley; es decir, del  

20% pero del VALOR DE LAS PRETENSIONES ESTIMADAS EN LA DEMANDA 

y no como lo ordena en el AUTO DEL 1 DE JUNIO DE LA PRESENTE 

ANUALIDAD; donde, le suma el valor de las pretensiones más el valor 

del AVALUO CATASTRAL; por esa razón, que en vez de disminuirla, la 

aumento (VALOR DE LA CAUSION ORDENADA ES DE $97.465.600.oo. De 

ahí, los recursos de REPOSICION Y APELACION al presente auto; no sin 

antes pedir la revocatoria o en su defecto, la disminución de la suma 

a prestar caución. 

 

3.- Notese, Honorables Magistrados, que, en el auto aquí atacado, en 

la parte considerativa, el despacho, hace referencia claramente a lo 

normado en el numeral 2 del artículo 590 del C. G. P.; aquí enunciado, 

para tener en cuenta.  

 

4.- De otro lado, se pidió la indemnización de perjuicios, y se solicitó la 

INSCRIPCION DE LA DEMANDA, es para la garantizar el cumplimiento 

de la posible demanda favorable a mi mandante (las pruebas estan 

para su fallo favorable) y que, para el suscrito es procedente sin el 



pago o garantía de una póliza judicial, era ordenar lo aquí solicitado, 

que era directamente la inscripción de la demanda. 

 

5.- Veamos, la acción es real (artículo 590, numeral 1, literal a, esta 

demanda caía sobre un derecho a la cosa (ius in re), esto es sobre un 

bien inmueble, se debe inscribir en el Registro de la Matricula 

Inmobiliaria correspondiente, puesto que la aquí demanda, tiene o 

posee una cuota parte de este inmueble -patrimonio- (ver Certificado 

de Tradición y Libertad anexo a la demanda); es este el que en 

eventual fallo en su contra, es el destinado a cumplir el fallo que 

condene a la aquí demandada.  

 

Para tal fin, la Corte Suprema de Justicia en su interpretación jurídica, 

manifiesta que, “con fundamento en que el patrimonio del deudor (en 

este caso la demandada) es prenda general de los acreedores”.  

 

En la presente demanda, también lo que se pretende la declaración 

o condena de una suma de dinero a cargo de la demandada (cobro 

de los cánones de arrendamiento de mi mandante y no los ha 

devuelto a la fecha del presente memorial); pues es clara la visión de 

la Corte, que manifiesta que procede la inscripción de la demanda 

sobre cualquiera de los bienes de la aquí demandada; esto con el fin 

de garantizar la reparación y/o indemnización del posible fallo a favor 

de mi mandante.  

 

6.- La misma Corte Suprema en repetidas oportunidades y en sus fallos, 

ha manifestado que, desde la perspectiva constitucional, también 

encuentra soporte la procedencia de la inscripción de la demanda 

sobre los bienes del demandado.  

 

Dice también: “Ciertamente, la hermenéutica actual en torno 

del régimen de medidas cautelares no puede partir, como otrora 

se pensó, de una visión restrictiva fundada en el supuesto cariz 

sancionatorio que se les veía, porque tal cosa no es cierta: no 

constituyen sanciones, no se les parecen, no tienen su fuente en 

el castigo a nadie. Debe, en contraste, arrancar de una mirada 

moderna y extensiva apoyada en el derecho constitucional 



fundamental a la tutela jurisdiccional efectiva, dado que su 

función es precisamente garantir el cumplimiento de la eventual 

sentencia favorable al demandante. Sin ellas, tal satisfacción solo 

es una expectativa normalmente incumplible y su efectividad una 

quimera. 

En otros tiempos se limitaba su aplicación a las clara y 

expresamente señaladas en la ley porque se consideraba 

intocable el patrimonio del demandado hasta tanto se le 

condenara; empero, hoy se amplía para proteger al demandante 

de la insolvencia del otro, aunque a éste se le ampara mediante 

las contra cautelas. Aflora así un justo equilibrio entre el derecho 

del actor a asegurar la efectividad de la decisión y el del convocado 

a que se le indemnice el daño causado. (lo resaltado y subrayado, 

fuera de texto). 

En definitiva, en el mundo del siglo XXI ante la duda sobre 

la procedencia de alguna medida cautelar debe prevalecer una 

interpretación que garantice efectivamente la satisfacción de la 

sentencia, pero que resguarde al demandado por si la decisión 

final le fuera favorable. (lo resaltado y subrayado, fuera de texto). 

 Ciertamente, el censor pidió la inscripción de la 

demanda sobre los inmuebles de la demandada con el fin de 

garantizar el pago de los dineros que aspira a que le sean 

reconocidos en la sentencia, de lo que emerge con facilidad que 

se trata de una acción personal en la que se discuten 

prestaciones de naturaleza contractual entre los litigantes y, por 



tanto, resultaba concordante la situación fáctica esgrimida por el 

actor, con la dispuesta en el régimen legal de medidas cautelares 

del Código General del Proceso, concretamente, en el literal «b» 

del numeral 1° del artículo 590 de la citada codificación según la 

cual podrá decretarse: 

 

«(…) La inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro que 
sean de propiedad del demandado, cuando en el proceso se persiga 
el pago de perjuicios provenientes de responsabilidad civil 

contractual o extracontractual» (Resaltado propio) 
 

 En ese orden, resulta notorio el yerro del Tribunal al 

abstenerse de estudiar la totalidad de la queja del actor y al 

descartar la procedencia de la precautoria con el argumento 

consistente en que el caso no se ajustaba a lo dispuesto por el 

legislador, razón suficiente para habilitar la injerencia 

constitucional para que se resuelva nuevamente la apelación con 

atención de lo aquí expuesto. 

 

De lo aquí manifestado, se ve ostensible que el ad quo, se limitó al 

principio en la NEGACION DE LA INSCRIPCION DE LA DEMANDA Y 

POSTERIORMENTE Y ANTE MI INSISTENCIA, GRAVO EN DEMASIADO LA 

CAUSION A PRESTAR, DESDE UN PRINCIPIO; es decir, en primer lugar, 

por la suma de $50.000.000.oo y, en segundo lugar, y ante mi 

inconformidad y la falta de dinero de mi mandante, posteriormente lo 

grava más y por  la suma de $97.465.600.oo; tomado para ello lo que, 

se solicito de indemnizaciones y el avaluo del predio.  



Es así, que el ad quo, al desligar mis recursos, NEGANDOLOS 

TOTALMENTE; definitivamente desconocio la procedencia de la 

medida cautelar solicitada (al hacer una interpretación erronea de la 

demanda); por lo tanto, comedidamente solicito a Ustedes, 

Honorables Magistrados, de conceder el recurso de APELACION 

interpuesto contra el Auto aquí recurrido y, en consecuencia dejar sin 

valor y efecto el Auto aquí reprochado e emitido por el ad quo y, se 

ordene al mismo, REVOCARLO EN SU TOTALIDAD y ordenar la 

INSCRIPCION DE LA DEMANDA QUE EN DERECHO CORRESPONDA Y EN 

OBSERVANCIA EN LAS REFLEXIONES Y JURISPRUDENCIAS AQUI 

ENUNCIADAS O EXPUESTAS EN EL PRESENTE RECURSO.  

 

 

Cordialmente,  

 

 

 
LUIS ORLANDO ALVAREZ BERNAL 

C. C. No. 19.413.630 de Bogotá 

T. P. No. 53.522. del C. S. de la J. 

 

 

 

 
  

 


